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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro F. Lorenzo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Diego Cánepa, Luis 
Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico, Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Daniel García Pintos. 


CONCURRE: Señor Representante Carlos Maseda. 


SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Como todos sabemos, hay en la Comisión dos proyectos de ley referidos a 
la reparación económica a los familiares de todas las víctimas de la época de los enfrentamientos. 


En su oportunidad, el Poder Ejecutivo hizo suyo el proyecto que presentamos nosotros y lo remitió al 
Parlamento, en virtud de que, por razones constitucionales, se necesitaba su iniciativa para aprobar un gasto. 
El proyecto llegó acá y luego hubo una serie de problemas, de rechazos. Teniendo en cuenta que es un tipo de 
iniciativa que, por razones constitucionales, no pueden ser aprobadas dentro del año previo a las elecciones, 
tenemos solamente este mes de octubre. No somos ajenos a la realidad que nos circunda, pero pensamos que 
debemos hacer el esfuerzo político para tratar de evitar su naufragio definitivo. 


Por lo tanto, queremos pedir a la Comisión que, a la brevedad posible, se invite a quien se considere que, en 
nombre del Gobierno, puede venir a explicar las razones por las que se remitió dicho proyecto de ley, y tratar 
de sacarlo dentro del tiempo que queda. Creo que es una responsabilidad de todos nosotros, pero 
particularmente del Gobierno, explicar los motivos, la filosofía del proyecto y tratar de encontrar explicación 
a por qué no está siendo tratado y no ha sido aprobado. 


He seguido todas las instancias posibles de diálogo. He conversado, en su oportunidad, con quien el 
Presidente de la República designó como interlocutor, que fue el entonces Ministro de Educación y Cultura, 
el ingeniero Jorge Brovetto. En más de una oportunidad estuvimos en el Ministerio; conversamos muchas 
veces con él y con legisladores del Frente Amplio, pero el tema sigue sin ser tratado. No se le dice ni que sí ni 
que no, y nosotros entendemos que hay que dar una respuesta a la gente involucrada, que está esperando una 
solución en este sentido. 


El pedido concreto es que el Gobierno venga a explicar los motivos por los cuales envió el proyecto de ley y 
cuáles son las razones del no avance en su estudio, teniendo en cuenta que, si no nos equivocamos, está 
comprendido entre aquellos proyectos que no pueden ser votados en el año electoral. 


En su momento, quien trabajó ahincadamente en este asunto fue el doctor Gonzalo Fernández, cuando era 
Secretario de la Presidencia de la República. Hoy es Canciller. Pienso que el Secretario de la Presidencia 
tiene que venir, pero también se puede invitar al actual Canciller, que fue quien llevó la voz cantante en aquel 
tema. Lo digo con total propiedad, porque estuvimos en más de una oportunidad en el Edificio Libertad 
trabajando en la redacción del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota de la solicitud e incorporaremos el proyecto en el orden del 
día. Eso significa proceder a esa convocatoria, salvo que se plantee otra cosa. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- No hay que dejar de tomar en cuenta los plazos. 
(Ingresa a Sala el señor Representante Maseda) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor Diputado Carlos Maseda, que viene a referirse 
al primer punto del orden del día. 


SEÑOR MASEDA.- Nosotros habíamos presentado un proyecto de declarar a Artigas Capital de las 
Piedras Preciosas, allá por 2006. 


Creo que cometimos un error porque el artículo 2% maneja temas económicos y queremos pedir a la 
Comisión, que tiene la potestad de modificar el proyecto, que haga una redacción alternativa. Estamos 
planteando que se saque el artículo 2” del proyecto y que se corrija el artículo 1”, para que quede redactado de 
la siguiente manera: "Declárase a la ciudad capital del departamento de Artigas Capital Nacional de Piedras 
Preciosas y Semipreciosas, Amatistas y Ágatas". 


La modificación es porque las amatistas están definidas como piedras preciosas y las ágatas como 
semipreciosas. 


Hay todo un proceso muy importante en el departamento con el tema de la explotación de piedras, y aunque 
esto es simplemente una declaración enunciativa, puede ser importante e interesante para la gente que está 
vinculada a la tarea de la producción de las piedras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos dos proyectos que son iguales. Uno fue presentado el 2 de mayo de 
2006 y otro el 2 de agosto de 2006 que tiene menos firmas que el primero. 


SEÑOR ORTUÑO.- Seguramente, por algún error de la Secretaría se presentó dos veces. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos, entonces, el que tiene más firmas. 


SEÑOR ORTUÑO.- Yo creo que la intervención del señor Diputado Maseda que es el proponente del 
proyecto, más allá de que nuestra bancada lo acompañó con sus firmas nos allana la consideración y la 
posible aprobación del proyecto. El artículo 2” era lo que generaba mayores dudas en relación con las 
cuestiones económicas a que hacía referencia el señor Diputado Maseda, por cuestiones de fondo y 
también de forma, puesto que requería la iniciativa del Poder Ejecutivo. El retiro de ese artículo nos 
habilita, con la redacción que plantea el señor Diputado para el artículo 1”, a aprobar el proyecto 
prontamente y, de alguna manera, contribuir al impulso de esta actividad tan importante en el 
departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al artículo 3” también habría que sacarlo, porque sin el artículo 2” no tiene 
sentido. 


SEÑOR BERNINI.- Creo que el texto del artículo 1” es redundante. 


(Diálogos) 


Propongo que quede redactado de la siguiente manera: "Declárase a la ciudad de Artigas Capital 
Nacional de las Piedras Preciosas y Semipreciosas, Amatistas y Ágatas. 


SEÑOR LACALLE POU.- Tengo que hacer algunas consultas, pero si ponemos el proyecto en el orden 
del día del miércoles próximo, lo votaré con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siempre hemos procedido de esa forma. 


Queda incorporado como primer punto del orden del día de la sesión de la semana que viene, a fin de hacer 
consultas a otros legisladores y a autoridades del departamento involucradas. 


SEÑOR MASEDA.- Les agradezco por haberme recibido. Aclaro que no tenemos inconvenientes en 
que el proyecto de ley sea firmado también por los Representantes del departamento de Artigas, es 
decir, los señores Diputados Caram y Texeira, si es que se puede. 


SEÑOR LACALLE POU.- La idea es simplemente consultar. 
(Se retira de Sala el señor Representante Maseda) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del 
día: "Capital Nacional del Raid Hípico. (Se declara a la ciudad de Sarandí Grande, departamento de 
Florida)". 


Hemos recibido una nota de la Federación Ecuestre Uruguaya, respondiendo a la consulta que habíamos 
solicitado y a la cual habíamos condicionado el avance en este proyecto. La nota expresa el consentimiento 
con que se realice la declaración propuesta. Está fechada el 11 de julio de este año y dice: "De acuerdo a la 
nota recibida de fecha 14 de mayo de 2008, sobre el proyecto de ley presentado por Álvaro Vega Llanes y 
Nelson Pérez Cortalezzi, por le que se declara 'Capital Nacional del Raid Hípico" la ciudad de Sarandí 


Grande, departamento de Florida.- Esta Federación está de acuerdo y apoya este adjunto, por ser una de las 
ciudades con más pruebas hípicas durante el año, y por tener clubes con más antigúedad en el seno de la 
Federación. Sin otro particular y quedando a las gratas órdenes, saludan atentamente.- Manuel Gestido, 
Presidente.- Dra. Jimena Gestido, Secretaria". 


Nelson Pérez Cortalezzi es de Sarandí Grande y es suplente del señor Diputado Enciso Christiansen, de quien 
me consta su apoyo. El me ha insistido en tratar de sacar este proyecto. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Si los integrantes de la Comisión están de acuerdo, propongo al señor Diputado Lacalle Pou como miembro 
informante. 


La semana pasada hice referencia al planteo de una empresa de ser recibida por el asunto que figura en 
octavo término del orden del día. El señor Diputado Orrico me señaló que entendía que no había obstáculos 
para que compareciera una empresa. Se trata de SALAUR S.A., que tiene una enorme presencia y actividad 
en materia de destilados, sobre todo de derivados de la uva. 


El señor Diputado Salsamendi había planteado que este tema fuera considerado con cierta prioridad. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El problema es que si viene una empresa, tienen que venir todas. ¿Por qué 
vamos a recibir a unas sí y a otras no? 


SEÑOR ORTUÑO.- Esta solicitó una entrevista. 

SEÑOR LACALLE POU.- Históricamente han venido empresas. 

¿Quién firma la nota? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Los señores José Nemeth y Luis Castiñeira, Directores de la empresa. 


Dicen que su empresa se dedica a la "[...] destilación de los subproductos de la vinificación de la uva y de 
vinos, con capacidad para producir flemas alcohólicas que luego se destinan a la elaboración de grappa 
genuina [...]". 


Yo tuve una conversación telefónica con uno de ellos. Comprometí una reunión para el día de mañana, para 
tratar de filtrar que no vengan a la Comisión, pero me parece que el conjunto de argumentos que manejan, 
más allá de su interés particular, es bastante interesante en relación a una redacción sobre la cual yo ya 
manifesté dudas en cuanto a la ubicación institucional, en ANCAP, del organismo que se propone crear. Eso 
lo hemos conversado. 


Yo no tengo problemas en recibir el planteamiento como Presidente, pero de ese intercambio puede derivar 
una solicitud de comparecer ante la Comisión. Lo planteo porque acá se ha dicho que ha habido casos en que 
se ha hecho. 


SEÑOR LACALLE POU.- A mí me parece que un ciudadano, cualquiera sea la actividad a la que se 
dedique y si representa a una persona jurídica, tiene derecho a venir a reclamar, a proponer o a 
criticar lo que nosotros hacemos. Así que estoy totalmente de acuerdo con que se reciba a esa y a todas 
las empresas que quieran venir a esgrimir sus argumentos sobre proyectos de ley que los perjudiquen o 
los beneficien. No nos va a condicionar recibir una empresa ni mucho menos. Cada uno de los que 
estamos acá habla con empresarios, los recibe; algunos van a sus casas; unos vienen, otros van. Eso no 
afecta nuestras decisiones libres e independientes. Reitero que esta y las empresas que quieran venir 


van a ser bienvenidas para opinar sobre los temas que estemos tratando, del mismo modo que las 
personas físicas. 


SEÑOR ORTUÑO.- Es una práctica del Parlamento. En la medida en que nosotros tenemos funciones 
de legislación, contralor del Poder Ejecutivo y representación, nuestras puertas están abiertas a la 
sociedad en sus diversas manifestaciones. Lo que también es cierto y forma parte de nuestra práctica 
es que, por razones incluso de carácter organizativo, en general, ante proyectos de esta naturaleza, se 
recibe a las agrupaciones o conglomerados de empresas o de áreas de actividad de la sociedad civil, de 
modo de tener los mayores niveles de representatividad del área empresarial o social de referencia, 
acerca de los distintos proyectos. Interpreto que esa era una de las preocupaciones del señor Diputado 
Salsamendi cuando preguntaba qué sucede si todas las empresas relacionadas con las distintas 
temáticas que vayamos tratando piden ser recibidas en el Parlamento. Por lo general, el Parlamento 
manifiesta su total complacencia en recibirlas, pero se suele hacer por ramas de actividad, con las 
cámaras, organizaciones o conglomerados de acuerdo a rubros o áreas que estos mismos ciudadanos se 
han dado. 


Descartada como ya dije fuera de la versión taquigráfica la voluntad de escuchar los planteos, como lo 
hacemos siempre, pregunto si la solicitud es solo de esta empresa vinculada al ramo, si lo hace en 
coordinación con la gremial empresarial o la cámara a que pertenece o si han existido otros planteos. En ese 
caso, solicitaríamos agruparlos por la entidad que los representa en conjunto, de modo de administrar mejor 
nuestro tiempo. Hacemos acuerdo en que el señor Presidente lo evalúe y lo administre con la Secretaría en 
función de cuántas y de qué tenor sean las solicitudes de entrevistas recibidas por este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien lo que señala el señor Diputado Ortuño; es más: fue el mismo 
planteo que hice a la persona con la que hablé, quien me aclaró que no existe una asociación. Esta es 
una industria nueva, parecería que con capacidad de recepción de la totalidad del subproducto que se 
procesa, y hay toda un discusión que incluye temas como: denominación de productos; control por 
parte de UNIT; lugar de control de lo público; qué rango normativo se requiere para fijar ciertas 
condiciones; si se da autonomía a UNIT para que de alguna manera llene el espacio que la ley le deja 
para hacer regulaciones y fijar condiciones. La verdad es que la temática que tuve oportunidad de 
considerar en ese intercambio telefónico es interesante, amplia y profunda. 


Yo hice el mismo planteo que el señor Diputado Ortuño, pero parece que no hay una asociación. 
SEÑOR ORTUÑO.- Entonces, proceda, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mantuvimos en tercer término del orden del día los proyectos presentados 
por el señor Diputado Lacalle Pou y otros legisladores. 


Yo había consultado al señor Diputado acerca de la postergación de la visita que tuvimos la semana pasada, 
en función de su licencia, y él consideró que era importante recibir ese asesoramiento aún en su ausencia. 


No sé cómo queremos proceder con estos proyectos. Hubo algunos aportes muy interesantes, que pueden 
apuntar a modificar la redacción de los proyectos, en la medida en que exista voluntad en la Comisión de 
avanzar en los mismos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Creo que debemos tomar todas las precauciones, informarnos, discutir, 
pero me gustaría que en un plazo no muy largo se tome una decisión sobre estos proyectos. Quisiera 
que se voten no digo hoy; quizás el miércoles que viene o el otro cuando se termine de recepcionar la 
información y la mayoría oficialista esté de acuerdo en ese sentido. 


(Diálogos) 


SEÑOR BERNINL.- La verdad es que en la sesión pasada de la Comisión tuvimos la presencia de tres 
prestigiosos catedráticos de derecho penal de distintos ámbitos académicos Universidad de la 
República, Universidad Católica y creo que el doctor Bordes era de la Universidad de Punta del Este, 


que vinieron a exponer y a opinar sobre estos proyectos. El aporte que nos hicieron estos tres 
profesores se refirió a los dos proyectos que estamos tratando. Desde nuestro punto de vista, hubo 
claras coincidencias por parte de estos catedráticos respecto a una serie de valoraciones, todas ellas de 
carácter jurídico, en algunos casos planteando inconstitucionalidades en los proyectos, y nosotros 
estaríamos en condiciones, como bancada, de discutirlos. 


Anticipamos que no coincidimos con lo que plantean los dos proyectos de ley, en función, insisto de los 
valiosos aportes de estos catedráticos y de nuestras valoraciones con respecto al tema. Por tanto, planteamos 
la posibilidad de introducirnos en este debate en el día de hoy. 


SEÑOR LACALLE POU.- Claramente aquí hay dos proyectos distintos. El primero, relativo al 
artículo 272, delito de violación, simplemente, refiere a un aumento del máximo de las penas y a 
generar agravantes especiales para ese delito. El otro, que es más innovador y sobre el cual se han 
expedido los catedráticos, refiere a un instrumento que trata de prevenir la reincidencia por parte de 
los abusadores de menores y los violadores. 


Se me dice por parte del señor Diputado Bernini que, supuestamente, expresa la opinión del Frente Amplio 
que hay inconstitucionalidades en ambos proyectos. 


(Interrupción del señor Diputado Bernini) 


——- La versión taquigráfica va a reflejar que dijo que en los dos proyectos hay inconstitucionalidades. 


SEÑOR BERNINI.- Aclaro que me referí a ambos proyectos globalmente; lo que hice fue apenas 
introducir el tema en debate, con una consideración de carácter general y un posicionamiento político 
al respecto. No pretendió ser una fundamentación acabada de cada uno; por eso, hablé genéricamente 
de ambos proyectos y dije que, en algunos casos, se pueden de acuerdo con la palabra y la opinión de 
los catedráticos caracterizar como que pueden tener aspectos inconstitucionales. No hablaba de los 
dos; en este caso, hablaba de uno de ellos. 


Con respecto al otro proyecto, insisto, hice una consideración de carácter general, apenas para introducirme 
en el tema, a partir del planteo que estaba a consideración. No solo estamos de acuerdo con tratarlos, sino que 
mi intención al intervenir fue plantear que estamos en condiciones de discutirlo hoy y no la semana que 
viene, como planteaba el señor Diputado Lacalle Pou. Esa fue exclusivamente mi intención al referirme al 
tema muy genéricamente. 


SEÑOR LACALLE POU.- A nosotros nos interesaría tratar los dos proyectos de ley en conjunto; es 
decir, en una seguidilla. Es más: el relativo al artículo 272 es el primero porque habla de las penas y 
viene después el Registro Nacional de Abusadores, que es para tratar de prevenir posibles 
reincidencias. Entonces, nos gustaría que el orden sea: primero el proyecto sobre el artículo 272 del 
Código Penal y después el Registro Nacional de Abusadores. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, estamos en condiciones de tratar esto sin ningún inconveniente. 
Tenemos posición tomada; lo hemos discutido entre nosotros, así que no tenemos problema. 


En segundo término, son dos proyectos distintos, aunque puedan aparecer como complementarios. No tengo 
ningún inconveniente en discutirlos, pero de a uno. Yo voy a discutir primero el proyecto A y después el 
proyecto B, en la forma en que la Comisión decida, pero no los dos a la vez. Los blancos se van a las 
cuchillas y si no hacen malón, no atacan. No; de a uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que refiere al artículo 272 del Código Penal, los profesores que vinieron 
plantearon dos objeciones, una referida a la dosimetría del derecho penal en cuanto a la pena, aunque 
no se manifestaron todos en contra de modificarla, sí de tomar en consideración otros delitos y su pena 
y no generar un desequilibrio en ese sentido. 


Recuerdo que el profesor Langón hizo especial referencia a que una de las agravantes tenía como un círculo, 
porque incluía algo que es definición del tipo de delito. Es una contribución que me pareció muy importante 
a efectos de mejorar la redacción, en la medida en que en la Comisión estemos dispuestos a avanzar en su 
aprobación. 


Entonces, antes que nada, me gustaría despejar si en la bancada de Gobierno hay voluntad de avanzar en la 
redacción, porque trabajar sin sentido no me gusta. 


SEÑOR LACALLE POU.- Aceptando su convite y hablando de la dosimetría que hasta donde yo sé no 
es una ciencia exacta sino una creación humana, estamos acá para cambiar las cosas, y estoy de 
acuerdo con variar la dosimetría histórica de algunos delitos. Nuestra fundamentación es que el delito 
de violación, en determinadas circunstancias por eso lo de las agravantes especiales es igual o aún más 
grave que determinados homicidios. La dosimetría es una creación del ser humano y, en ese sentido, 
estoy dispuesto a alterarla y poner al mismo nivel un delito cometido por un padre sobre un chiquilín 
de dos años que un homicidio especialmente agravado. Sé que es así, me lo han comentado, y voy a 
seguir sosteniendo a pesar de que algunos catedráticos opinen lo contrario la posición que acabo de 
argumentar. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, voy a destacar que, más allá de algunas declaraciones públicas 
que se hicieron, considero que el violar, castigar, maltratar a niños y adolescentes es una cosa 
execrable, y en eso estamos de acuerdo estos cinco Diputados y los cincuenta y dos que integramos el 
Frente Amplio también. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los nueve estamos de acuerdo. 


SEÑOR ORRICO.- Yo diría que sí, pero en este momento estoy hablando por mi fuerza política, 
porque, a veces, se hacen comentarios que no corresponden. Entonces, lo primero que hay que 
destacar, empezando lamentablemente por lo obvio, es que los que estamos acá creo que todos somos 
padres consideramos que es una conducta execrable la de alguien que abusa de un menor. Eso tiene 
que quedar firme. 


En segundo término, hay algunas comprobaciones fácticas que es necesario tener en cuenta. Si bien pueden 
haber casos excepcionales, el abuso de menores no se da en las calles de la ciudad sino adentro de los 
hogares, y forma parte de algo muy impactante, que es el contenido de violencia que la sociedad uruguaya 
tiene. 


Si ustedes me permiten aclaro que no voy a ser corto voy a decir algunos argumentos que me parece que 
están relacionados. 


Si salgo a la calle y pregunto a la gente cómo somos los uruguayos, creo que el 99% me va a decir que somos 
unos piolas bárbaros. Tomamos mate; acá es el país donde nadie es más que nadie. Somos buenos vecinos; 
somos solidarios. Yo creo que es un error de punto de partida. Esta es una sociedad violenta, que reacciona 
violentamente con mucha mayor frecuencia de lo que creemos. 


En lo que va de los dos mil, en Uruguay, se produjo un promedio de 203 homicidios al año. En ese mismo 
período, hubo un promedio de 600 suicidios al año y un promedio de 500 muertes en accidentes de tránsito al 
año. La primera comprobación es que en materia de conductas letales son muchísimas más las que se 
cometen por actos que no son delictivos o que en principio no lo son, que las que se cometen por actos 
delictivos. 


A eso podemos agregar la enorme cantidad de delitos de violencia doméstica denunciados y el 
comportamiento en los estadios de fútbol, de básquetbol o de lo que sea. No está tan lejos la época en que 
íbamos todos al estadio, en que jugaban Nacional y Peñarol, estábamos todos entreverados y nos hacíamos 
bromas entre los aurinegros y los tricolores sin ningún problema. A nadie se le ocurría agarrar del cogote a 
otro. El sábado pasado estaba en el estadio, un muchacho gritó el gol de Cerro Largo adelante de mí inclusive 
me mostró el carné y del otro lado le gritaron: "¿Por qué venís acá, donde tiene que estar la hinchada de 
Nacional?" Cosas locas, porque el estadio es público y cada cual entra a la tribuna que quiere. 


SEÑOR LACALLE POU.- Nos fuimos del tema. 


SEÑOR ORRICO.- Estoy hablando de la violencia, señor Diputado, que es un tema previo a la 
violación, que es una forma execrable de violencia. 


Entonces, nosotros tenemos una sociedad que tiene comportamientos violentos, que es un problema 
estructural y no se arregla con leyes. Lamento decirlo: no se arregla con leyes. Se arregla de alguna otra 
manera, pero no con leyes. Dentro de ese elemento estructural, tenemos 200 homicidios, de los cuales el 90% 
son entre conocidos, por cuestiones del momento, celos, etcétera. Hay un dato que es por lo menos curioso: 
cuando el hombre mata a su pareja, en el 60% de los casos se suicida, cifra pavorosa. 


Tenemos el triple de suicidios, y si los sumamos a los accidentes de tránsito, hay que multiplicar los 
homicidios por 5,8 para que nos den las cifras de estas dos conductas en principio no delictivas. Si a eso 
agregamos la violencia doméstica, dentro de la cual se inscribe el fenómeno de las violaciones porque no son 
violaciones por ahí sino dentro de los hogares, tenemos un problema estructural grave, que evidentemente la 
experiencia ha demostrado que de ninguna manera se arregla con aumento de pena. Además, la pena es, no 
relativamente sino objetivamente, muy severa: tiene un mínimo de penitenciaría y trepa a niveles muy 
grandes cuando se va a penalizar. 


La dosimetría significa lo siguiente. Una sociedad reposa filosóficamente sobre un conjunto de valores que le 
son comunes, y a partir de ahí es que decide que si alguien no respeta esos valores va a reaccionar de tal 
manera que le va a imponer una pena. Pena quiere decir sufrimiento, y en nuestro país el sufrimiento va a ser 
privar de libertad. Por eso, se dice que el Código Penal es el más político de todos los códigos, porque 
precisamente resguarda los valores fundamentales en que se asienta toda la convivencia social. Quien mata a 
otro, quien roba, no está aceptando los valores que la sociedad o una mayoría de ella quiere imponer. 
Entonces, se le dice: si tú haces esto, yo te impongo una pena. 


Está el tema de hasta dónde las penalidades actúan como una cuestión que hace que el individuo diga: "No; si 
tengo esta conducta me van a poner tal pena; entonces, no la voy a cometer". Esa coacción que habría es muy 
discutida; todos los sabemos. A nivel de criminología y de sociología, se discute hasta el cansancio hasta 
dónde aumento de pena o pena es un elemento que hace desistir a los individuos. ¿Por qué? Porque hay un 
problema que es natural: quien comete un delito parte de la base de que no lo van a descubrir. 


Por otra parte esto va para otros casos, yo puedo decir que en mi vida profesional alguna vez tuve que 
defender, hace veinticinco años, a un señor que había violado. Ese señor había sido abanderado en la escuela 
y en el liceo; era el que llevaba a los chiquilines en su camioneta al cuadro de baby fútbol. Pasó una cosa de 
lo más curiosa. Los que somos abogados sabemos que es muy difícil encontrar testigos, y a mí se me llenó el 
estudio de gente del barrio, que venía a defenderlo. 


El individuo se había emborrachado en grado superlativo y había tenido una tentativa de violación, de 
homicidio; una cosa espantosa. Cuando fui a ver a este individuo, que no pertenecía a los grupos sociales que 
habitualmente habitan una cárcel, estaba totalmente destrozado. Hablé con los padres y les dije: "Mi ciencia 
llega hasta determinado punto. Acá hay que traer a una psicóloga, a un psiquiatra, a alguien que venga y lo 
atienda, porque este se suicida”. Eso me lo confirmó el psiquiatra de prisión: "Hacen algo o se suicida". 


Este señor estaba en Libertad y fue tratado dos veces por semana por una psicóloga que lo que cobraba 
prácticamente le daba para ir y venir en ómnibus; realmente, era una mujer con mucha vocación por lo que 
estaba haciendo. Hace unos días, me subí a un ómnibus acá y venía el señor vendiendo boletos, porque ahora 
es guarda de CUTCSA. Ese señor, más allá de lo horrible que hizo, logró recuperarse. Tanto el psiquiatra 
como la psicóloga hicieron informes de que había entrado una persona y había salido otra, porque su familia 
tuvo capacidad para tratarlo. Todo el mundo se la juega a que Fernando ese es su nombre de pila no va a caer 
más en este tipo de conductas. 


La Constitución ordena rehabilitar. El aumento de las penas, en ninguna parte del mundo, ha provocado 
buenos resultados. No sé por qué se insiste con medidas que parten de una base que no es correcta. El 
aumento de la pena no significa de ninguna manera una baja de la criminalidad. 


Esto se ha desarrollado en todo el mundo. En ninguna parte se describen experiencias que digan que al 
aumentar la pena bajó la criminalidad. A veces, se menciona sin haberlo leído nunca el plan del Alcalde 
Giuliani, de Nueva York, que en realidad, no era suyo sino de su Jefe de Policía. Luego, lo contrataron en 
muchos lados, entre otros, en Ciudad de México, y lo único que provocaron sus planes fue un desastre 
mayúsculo, agregado al hecho de que es cierto que bajó la criminalidad en Nueva York con Giuliani, pero lo 
que muchos no dicen es que había bajado en todos los Estados Unidos. Aun en lugares como Los Ángeles, 
donde se considera que está la Policía más corrupta del mundo, había bajado; de manera que ese no es el 
tema. 


Con respecto a la violación en sí misma, creemos que la pena que tiene es muy alta y que las agravantes ya 
existen. Además, yo estoy de acuerdo con algo que dijo la cátedra pero que va más allá de una decisión 
política: la penalidad es altísima y el crear estas figuras no contribuye en nada a mejorar este tema. 


Por otra parte, habría que ver cómo evoluciona esto, porque la sensación que uno tiene y la que tienen los 
sociólogos, que es más importante es que en Uruguay se está dando un fenómeno que hay que aplaudir, y es 
que cosas que antes se tiraban abajo de la alfombra, ahora salen a la luz pública. Eso es muy importante y 
forma parte de este asunto. Entonces, el aumento de las denuncias en este tipo de delitos específicos no 
necesariamente significa un aumento de las conductas delictivas sino una publicidad de la cual antes se 
carecía. 


En definitiva, nosotros no estamos de acuerdo con este proyecto, en la medida de que la violación tiene penas 
de penitenciaría que ya son muy altas. No estoy de acuerdo con eso que se llama la hiperinflación penal. En 
Estados Unidos hay pena de muerte y existe el triple de posibilidades de que a uno lo maten en Nueva York 
que en Montevideo. Mientras todos los Estados Unidos tienen un índice de homicidio de 8,5 nosotros 
tenemos uno de algo así como 5,4, depende si se toman las mediciones de Salud Pública o del Ministerio del 
Interior. En consecuencia, no vamos a votar este proyecto, teniendo en cuenta que se ha creado una Comisión 
que está tratando de trabajar sobre el Código Penal. 


Con respecto a la dosimetría, como afirmaba hace un rato, en la base de toda sociedad hay una cuestión de 
valores que son sacros; por eso, cuando alguien no los cumple es castigado. Dentro de esos valores va de 
suyo que el primero es la vida, porque el derecho a la vida es el sustento de todos los derechos que vengan 
después. Si no hay vida, no hay más derechos, se terminó todo. Entonces, en ese sentido es que se habla de la 
dosimetría penal, porque parecería ser que es mucho más grave violar que es un delito grave y execrable que 
matar, y yo no creo que el asunto sea: vamos a aumentar las penas de todos los delitos. 


Voy a terminar con lo siguiente. Frecuentemente, sobre todo algunos comentarios de prensa de la llamada 
crónica roja, aluden a la falta de severidad del Código Penal uruguayo. Yo voy a decir acá que eso es un 
absoluto disparate. El Código Penal uruguayo es uno de los más severos del mundo, pese a no tener cadena 
perpetua, aunque en realidad la tiene, porque si a la mayoría de los que estamos acá nos dan treinta años de 
cárcel más quince de medidas asegurativas, ya está; cuando salimos nos atiende San Pedro. El Código Penal 
uruguayo es severísimo, a tal punto de que el promedio de prisionización en América Latina continente que 
tiene Códigos Penales muy severos es de 107 cada 100.000 habitantes, y nosotros, en el Uruguay, estamos 
llegando a los 160 cada 100.000 habitantes. Junto con Chile somos los países que más presos tenemos. 


Todas estas razones a lo mejor extensas; yo advertí que no iba a ser breve forman parte de un razonamiento 
sobre cómo es el problema de la violencia, que se debe tratar estructuralmente. El otro día, me llamaron de 
"El País", a ver qué hacíamos con los "niños chorros". Así me hicieron la pregunta y yo contesté que lo 
primero que habría que hacer es atenderlos cuando nacen, porque después de que tienen doce o catorce años 
se complica un poco 


Esa es nuestra posición. Naturalmente, estamos abiertos al estudio y a la discusión de estos temas, pero para 
nosotros no tiene ningún sentido aumentar la pena en el caso de la violación, porque ya es severa. 


Por ahora, es todo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Fue muy completa la intervención del señor Diputado Orrico. No sabía que iba a 
hacer uso de la palabra, si no, no me hubiese anotado. 


Brevemente, quiero agregar un punto sobre el proyecto. No en un tono doctoral ni nada por el estilo, pero 
quiero referirme a la dosimetría, que fue uno de los argumentos no el único utilizado por los catedráticos que 
nos visitaron. 


Antes de entrar en ese tema, quisiera aclarar algo desde el punto de vista personal. Yo comparto con el señor 
Diputado Lacalle Pou, con el doctor Lacalle Pou, que lo que digan los catedráticos son insumos de trabajo; 
para mí, ni en este caso ni en otros son determinantes. Creo que los que legislan son los legisladores. En este 
caso, comparto la visión de los catedráticos, lo cual no significa que sea el único hecho o el principal por el 
cual uno determina su posición. Digo esto hacia el futuro, porque si se consulta a otras catedráticos, por otras 
materias, consideraré sus opiniones de la misma manera: son importantes como insumos pero no definitorios. 


Asumimos que por algo no menor quienes legislan son los legisladores electos por el pueblo, que representan 
a la gente. Para sentarse en estas bancas no se hace un concurso de quién sabe más; es un concurso de quién 
lo apoya y quién lo representa mejor. Digo esto también por algunos comentarios que ha habido en la prensa 
en los últimos tiempos con respecto al trabajo legislativo y parlamentario. 


En cuanto al tema de fondo, quizás haya una confusión conceptual en cuanto a la dosimetría. No es una 
dosimetría referida a un delito particular. La dosimetría no es una ciencia, no es algo exacto ni natural, pero 
los delitos tampoco son naturales; son construcciones humanas. Cuando los legisladores definimos que una 
conducta humana pasa a ser penada es porque decidimos que determinados hechos y conductas son pasibles 
de ser penadas y, por lo tanto, pasan a ser un delito. Si existen algunos previos, forma parte de otro debate 
más profundo; lo que digo es que en la validez que tiene nuestro sistema jurídico, a nadie se le ocurre hoy 
porque no hay pena sin ley apelar a los derechos inherentes a la condición humana consagrados por el 
artículo 72 y penar a una persona si no está específicamente establecido en la ley. Si hay algo positivista puro 
en ese sentido es la garantía que existe en derecho penal. 


La dosimetría y mi intervención se refiere solo a este punto, porque en todo lo demás comparto lo dicho por 
el señor Diputado Orrico refiere a la armonía que debe haber en todo el Código, no en un delito en particular. 
Aquí la discusión por eso creo que hay una confusión conceptual cuando se habla no es si podemos aumentar 
los mínimos, aumentar los máximos o establecer pena de prisión o penitenciaría para un delito en particular. 
Cuando se hacía referencia a la crítica de que se rompía la dosimetría no era con relación a cuánta pena le 
teníamos que dar a un delito en particular sino a que se rompe una necesaria armonía y armonización que 
debe haber en una estructura lógico sistemática dentro de un Código. Un Código tiene una lógica interna que 
lo sostiene en su propia armazón jurídica. El señor Diputado Lacalle Pou dice que está dispuesto a discutir 
todo y, seguramente, si fuéramos a una discusión más profunda de qué tipo de código quiere el señor 
Diputado Lacalle Pou, con qué tipo de penas, con qué tipo de delitos, quedaría demostrado que tenemos 
posiciones muy diferentes en ese aspecto. Pero cuando llegue el momento de discutir todo, discutiremos todo. 


Yo creo que la crítica relativa a la dosimetría no se refiere a si es mucho o poco lo que establece ese proyecto 
sino a que objetivamente rompe, destruye creo que es un opinión bastante consensuada la armonía que existe 
hoy. 


Yo escuché la argumentación general con respecto a los dos proyectos. Comparto que son proyectos 
diferentes. Francamente y sin ánimo de ofender, el proyecto del Registro es para mí absolutamente 
inconstitucional, es volver a la muerte civil del Código de Napoleón de 1804. Es una regresión del punto de 
vista de los valores del liberalismo político y ciudadano a una situación previa al siglo XIX. Es 
absolutamente diferente el debate sobre el proyecto de ley relativo al delito de violación, que está dentro de la 
lógica de si ese delito en particular merece estos aumentos si se dan agravantes especiales. 


Aprovecho a decir que no lo compartimos, porque rompe la dosimetría de todo el Código, y los catedráticos 
nos iluminaron en particular el doctor Langón sobre otro tipo de delitos que merecerían una adecuación 
mayor a la que tiene este delito. Incluso, en mi opinión, todo el Código tiene una ruptura de la dosimetría 
primaria muy grave, desde el momento en que tenemos una mínima de cuatro años con un máximo de 
dieciséis por una rapiña y en el homicidio tenemos un mínimo de veinte meses y un máximo de doce años, 
sin las agravantes de por medio, y puede llegar a treinta en casos de agravantes especiales. Un código que 
defiende más la propiedad privada que la vida de por sí define de qué código estamos hablando. 


En este caso, definitivamente no estaríamos de acuerdo con las agravantes especiales, por la razón que se dio 
por parte algunos especialistas, que compartimos, que es el hecho de que ya existe en el Código un régimen 


general de agravantes y que muchos quizás no todos; podríamos discutirlo de los que se ponen aquí como 
agravantes especiales, en nuestra opinión y en lo que hemos visto quizás se nos diga lo contrario y se nos 
pueda demostrar, ya estarían previstos dentro del régimen general de agravantes que tiene el Código Penal. 
Por lo tanto, si sucede alguna de estas hipótesis el Juez no solo aplicaría el delito sino también las agravantes 
previstas en el régimen general de agravantes. 


En esto también hay un tema de técnica jurídica de todo el Código. Lo decía un catedrático y me parece muy 
importante: nuestros codificadores eligieron tener un régimen general de agravantes y en algunos casos muy 
particulares ir a agravantes especiales, no como el Código argentino y creo que también el chileno, donde se 
establecen las hipótesis de agravante especial en cada delito. Si seguimos por este camino porque ya ha 
habido varios cambios en el pasado, estaríamos cambiando una lógica que merece una discusión más 
profunda. No estamos diciendo que no se pueda ir por ese camino; lo que decimos es que hacerlo nos hace 
perder de vista la lógica común del Código. 


Compartimos la base conceptual que claramente trasmitió el señor Diputado Orrico y para nosotros los dos 
proyectos son claramente diferentes. No compartimos ninguno de ellos pero por razones totalmente distintas. 
No son iguales en la discusión. La modificación del artículo 272 del Código Penal es un debate de recibo; el 
otro proyecto, más allá de la intención, tal como quedó redactado, nos parece absolutamente inaceptable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos discutiendo la modificación del artículo 272. 
SEÑOR CÁNEPA.- Pensé que estábamos discutiendo los dos juntos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No; lo que pasa es que no nos escuchamos. 


Es correcto decir que los que legislamos somos nosotros y lo demás es asesoramiento, pero no es correcto 
rechazar críticas fundadas de instituciones muy importantes, que yo las comparto. En la Comisión y en Sala 
hemos hecho críticas muy fuertes a una forma de legislar de tipo ferrocarril, donde viene y pasa todo, con 
independencia de que alguna cosa esté mal redactada. 


SEÑOR CÁNEPA.- Yo soy muy autocrítico de nuestro trabajo y reconozco que la calidad de las 
normas que legislamos no es la mejor; ahora bien, daría para un debate más profundo que no es para 
el día de hoy. Yo hice una mención al pasar, porque la crítica no es solamente a cómo se legisla sino a la 
forma en que se debería legislar y con quiénes deberíamos legislar. Lo que defiendo celosamente es que 
en una democracia los legisladores son representantes de la gente y los que se sientan acá no dan un 
concurso de juristas. Eso lo voy a defender celosamente; nada más que ese punto. 


Eso no obsta que tenga autocrítica de que debemos mejorar enormemente nuestra calidad de trabajo; lo ha 
dicho usted en muchas oportunidades y muchas veces le hemos dado la razón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando hago estos comentarios no es para discutir sobre obviedades. Está 
claro que a la gente acá no se la elige porque sea Grado 5. 


SEÑOR CÁNEPA.- Es una obviedad para usted. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una de las cosas que me parece más importante en estos debates, entre otras 
cosas, es escucharnos. Yo estuve varios minutos escuchando la valiosa intervención con independencia 
de la opinión que tenga del señor Diputado Orrico, cuando ninguno lo escuchaba. 


Yo firmé el proyecto de ley que estamos considerando referido a las modificaciones del delito de violación. 
Mantengo mi posición favorable al proyecto en general. Me parece que son atendibles muchos de los 
planteos que hicieron los señores profesores que nos visitaron; en particular el doctor Langón hizo algunas 
apreciaciones muy importantes, incluso para evitar que caigamos en errores si seguimos avanzando en esta 
redacción. Por ejemplo, él sostiene que el numeral 39) del inciso 1) del artículo 272 está derogado por la ley 
que estableció los delitos de lesa humanidad. En consecuencia, si queremos hacer la modificación, conviene 
hacerla solo en el inciso referido a la pena, para dejar tal cual está redactado el artículo 272 y que la doctrina 


siga discutiendo si está vigente o derogado, en vez de introducirnos en una materia como el derecho penal, en 
la cual lo que uno aprueba puede dejar limpia incluso a gente que puede estar condenada por el delito tal cual 
está redactado. 


Estoy dispuesto a considerar una modificación del máximo propuesto aunque obviamente quien tiene la 
palabra en esto es el señor Diputado Lacalle Pou, que es el autor del proyecto, pero aumentando la pena, 
porque estamos acá para tratar de llegar a posiciones comunes. 


En el caso de las agravantes, creo que vale la pena establecer agravantes especiales en este delito, también 
atendiendo algunos aspectos de la redacción que los profesores, en particular el doctor Langón, nos 
aportaron. 


De cualquier manera, me parece que sería muy útil saber si estamos dispuestos avanzar en esto, porque si hay 
cinco legisladores que no lo están, no nos gastamos en ajustar la redacción ni en atender sugerencias. 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Diputado Orrico habló de la violencia en Uruguay, en México, en 
Nueva York, de los homicidios, del fútbol, de la violación. Por supuesto, que sus palabras tenían un hilo 
conductor, y no es la primera vez que lo escucho. El tema es que después se empieza a hilar fino y se 
habla de no aumentar las penas, pero el propio Partido del señor Diputado Orrico se ha contradicho en 
este punto. El señor Diputado Orrico y todos los que estamos acá hemos votado aumentos de penas, 
por ejemplo, en la ley sobre seguridad rural. El discurso es que no sirve aumentar las penas, pero 
usemos el mismo discurso todo el tiempo. Para mí sirve aumentar las penas a veces y a veces no; por 
suerte, soy pragmático y no dogmático, y tengo que arrepentirme de un discurso y cambiarlo según el 
momento. 


Quiero hacer una puntualización al señor Diputado Cánepa. La rapiña siempre es dolosa y el homicidio no 
siempre tiene el grado doloso, por eso se da menos pena para algunos homicidios. Pero usted es jurista y yo 
no... 


SEÑOR CÁNEPA.- Yo no soy jurista; apenas soy abogado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Hemos retocado el Código Penal y las leyes penales por todos lados; o sea 
que la organicidad y lo monolítico del Código Penal no existe. Es más: el oficialismo votó en este 
período un delito que hace a la intermediación lucrativa de servicios para mutualistas. 


SEÑOR ORRICO.- Fue en la Legislatura pasada. 


SEÑOR LACALLE POU.- No, señor. Lo votaron usted y su Gobierno en esta Legislatura. Recuerdo a 
algunos Diputados abogados, que tuvieron que salir de Sala, porque no podían defender la figura 
delictiva que se estaba creando, porque era tan genérica que nadie sabía cuándo se cometía un delito y 
cuando no. Recuerdo que el señor Diputado Cánepa salió caminando, entre otros, porque no... 


SEÑOR CÁNEPA.- El señor Diputado Lacalle Pou puede leer nuestras intenciones. 
SEÑOR LACALLE POU.- No tenía cara de ir al baño. 
(Interrupciones) 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, parto de la base de que acá todos tratamos de mejorar esto y es 
natural y me parece muy loable que el señor Diputado Lacalle Pou reaccione tratando de hacer algo 
cuando pasan cosas tan terribles. 


Con respecto a la rapiña, si será loca la pena que tiene, que quiero que sepamos todos que una rapiña hecha 
con un revólver de juguete tiene un mínimo de pena de penitenciaría, y si hay algo claro es que alguien que 
va con un revólver de juguete no tiene intención violenta alguna. Cayó en el tipo de la rapiña, porque dice "el 
que con violencias o amenazas" y la rapiña es violencia o amenazas más hurto. Entonces, como el tipo logró 


intimidar con eso le meten rapiña, y el que asaltó con un revólver de juguete se come un mínimo de 
penitenciaría por el delito que cometió. De manera que si habrá que hablar de la dosimetría penal y si habrá 
que tratar el Código Penal como una unidad e ir dosificando a partir del delito mayor, que es el que destruye 
la vida. 


SEÑOR LACALLE POU.- Estaba recordando que en aquel delito difuso se estableció una pena de 
prisión y de penitenciaría para un delito difuso el jurista que defendió por parte del Gobierno fue el 
contador Asti; fue el que hizo la defensa jurídica de aquel proyecto de ley. 


Entonces, en un término que no sé si es de Aristóteles o de cuál filósofo: "¡Vamo' arriba!". 

(Hilaridad) 

——— Aquí estamos planteando puntualmente: para el delito de violación artículo 272, al día de hoy, el 
derecho positivo establece una pena mínima de dos años y una máxima de doce años. Quien habla y los 
firmantes del proyecto estamos de acuerdo con aumentar sustancialmente esa pena. Yo estoy en concordancia 
con el señor Diputado Lorenzo en que si se puede aproximar a votar una pena máxima que no sea la de 


treinta años, nosotros tampoco somos obtusos y podemos rever algunos aspectos. Creemos que debe tener 
una pena mayor, alegando la neodosimetría que nosotros pretendemos aplicar. 


Además de aumentar la pena, no es nuevo, lo decía el doctrino, mi estimado colega Diego Cánepa... 
(Interrupción del señor Representante Cánepa) 

——— que algunos delitos ya tienen sus agravantes especiales, y nosotros estamos de acuerdo con generar 
agravantes especiales para el delito de violación. Aquí lo que se discute es lo siguiente. ¿Se quiere penar más 
el delito de violación? El Gobierno, después de una vasta explicación, nos dice yo traté de sacar en limpio 
qué quería decir: "No estamos de acuerdo con penar más a los violadores". Punto. 

De este lado de la raya estamos de acuerdo; allá, no. 


(Interrupciones) 


——— Yo no saco cosas de la versión taquigráfica; nunca lo hice ni lo voy a hacer. Hace ocho años que estoy 
acá y nunca saqué cosas de la versión taquigráfica. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hablar fuera de la versión taquigráfica lo he visto; sacar, no. 


SEÑOR LACALLE POU.- Jamás saco cosas de la versión taquigráfica; me hago responsable de lo que 
dije. 


Yo estoy de acuerdo con generar agravantes especiales; las tienen otros delitos. 


Primero, el Frente Amplio no está de acuerdo con aumentar la pena a los violadores; segundo, no está de 
acuerdo con generar agravantes especiales para este delito. De ahí a alegar toqueteo del Código... 


(Interrupciones) 

———- Las leyes penales están manoseadísimas; la prolijidad y argumentar determinados sistemas jurídicos... 
(Interrupciones) 

——- Puse el ejemplo de algunos delitos inventados y que los Jueces no van a saber cómo aplicar. 


El Partido Nacional, quienes presentamos este proyecto de ley rescatamos un clamor popular y le damos el 
sentido jurídico que consideramos adecuado. De este lado quedaremos unos; del otro lado quedarán otros, y 


cada uno tendrá sus razones. La verdad absoluta, en este caso, por supuesto, como en muchas cuestiones 
humanas, no existe. Creemos que a los que estamos de este lado nos asiste la razón y respetamos, por 
supuesto, a los que están del otro lado, aunque creemos que no les asiste la razón. 


SEÑOR CÁNEPA.- Más allá del buen tono y del buen clima que tenemos en la Comisión normalmente, 
hay moñas que están de más; si uno quiere hacer un gol, patea al arco y no hace moñas de más. Las 
calificaciones en broma están muy bien, pero la gente que lee la versión taquigráfica no sabe en qué 
tono se están haciendo, y que se me diga "doctrino" es una tomadura de pelo inaceptable. Primero, no 
lo soy; segundo, no lo pretendo ser. 


Por otra parte, el señor Diputado Lacalle Pou no está llevando esta discusión a un plano jurídico, como lo 
hicieron los catedráticos. Él plantea una discusión que, para mí, antecede a un clima que se nota electoral con 
mucho nerviosismo en algo que es lo peor que se puede hacer, que es calificar las intenciones del otro. Decir 
que el Frente Amplio no quiere hacer algo y que nosotros queremos hacerlo, simplificar permanentemente en 
blanco y negro, es un error en la forma en que se quieren trasmitir las cosas a la gente. 


Con el artículo 272 estamos discutiendo varias cosas al mismo tiempo. Uno podría inferir el señor Diputado 
Lacalle Pou no lo dijo, pero puede darse a entender que como el Frente Amplio no comparte aumentar a 
treinta años la pena a los violadores tiene cierta indulgencia con el delito de violación, lo cual es 
absolutamente inaceptable, porque para cualquiera de los miembros de esta fuerza política, como para 
cualquier persona en su sano juicio en este país, es un delito absolutamente aberrante, que trae consecuencias 
muy graves no solo del punto de vista físico sino fundamentalmente psicológico, que puede destruir la psique 
de una persona y su capacidad futura de desarrollar normalmente su vida. Por tanto, comprendemos y 
estamos al tanto de la gravedad de esta acción humana, de este delito que, compartimos, es absolutamente 
aberrante. 


Mañana podríamos poner una pena de treinta años a todos los delitos: al homicidio, a la violación, al estupro, 
al infanticidio, al parricidio, porque así diríamos que no estamos de acuerdo con ese tipo de delitos. Acá se 
está discutiendo otra cosa y es si este delito de violación tiene suficiente pena de acuerdo con lo que establece 
el Código hoy. 


Aquí nadie habló de toqueteo del Código; cuando se habla de dosimetría no está discutiéndose qué pena debe 
tener cada delito, porque esa es una discusión de política criminal y, por lo tanto, definirán los legisladores 
eso es lo que quise decir al principio cómo entienden que debe ser cada pena, cada delito, pero debe haber 
una relación y una armonía entre cada una de las penas y el resto del Código, porque hay una lógica común y 
una arquitectura jurídica común en cuanto a las relaciones entre las penas. 


Esa fue la crítica. No se entra a si está bien poner treinta, veinticinco o veinte años, solamente porque se nos 
ocurra cuánto tiempo debería estar una persona presa para poder rehabilitarse de este delito ni si es posible 
rehabilitarse o no de acuerdo con lo que nos manda la Constitución. Esa no es la discusión. Entonces, 
empezar a presentar proyectos por el solo hecho de querer que se voten en contra, porque no se van a 
escuchar razones sino que lo único que se quiere es salir a decir después que acá están los que defienden a los 
pobres ciudadanos del ataque de los violadores y los que defendemos a los violadores, es absolutamente 
inaceptable. No solamente es inaceptable, porque espero que no sea lo que se salga a decir después de que se 
salga de esta Comisión. 


Aquí lo que se está discutiendo específicamente es si hoy hay necesidad, antes de que termine la discusión 
sobre el Código, de aumentar o no el máximo de la pena del delito de violación. Se dieron argumentos con 
los que estamos absolutamente de acuerdo en el sentido de que este tipo de medidas, en general, no traen 
soluciones a estos problemas. Cuando decimos "en general" es porque hay excepciones, pero hay una 
condición general y nosotros creemos y los hemos dicho públicamente en todos lados, que el aumento 
indiscriminado de las penas y la creación de nuevos delitos indiscriminadamente no resuelve este tipo de 
problemas. 


De hecho, esto no es viejo. El señor Diputado Lacalle Pou está acá desde el año 2000 acá; por lo tanto, 
conoce y habrá visto muchísimas veces este debate en esta Comisión y en la Cámara de Diputados. En 1995 
se votó la Ley de Seguridad Ciudadana y habría que repasar lo que se discutió en esa época acerca del estado 
de inseguridad que se hablaba que existía en ese momento en todo el país. Más atrás todavía, en la década de 


los ochenta, en el primer período democrático, ya se hablaba aunque no como tema central de la necesidad de 
reformar el Código Penal, de ir a otro tipo de cambios. Por lo tanto, nosotros compartimos con el señor 
Diputado Orrico que esto no se arregla solo con leyes, aunque es necesario discutirlo en profundidad. 


Se plantea una discusión legítima, y mire que no creemos que tengamos la verdad encerrada en un puño. 
Creemos que algunos están convencidos legítimamente de es una solución que genera disuasión o una 
sensación de mayor tranquilidad, y hay una buena intención al creer que esta es una respuesta correcta a un 
clamor popular, porque la mayoría de la gente necesita señales que le den mayor tranquilidad en estos temas. 
Yo valoro esa intención de parte del señor Diputado Lacalle Pou y de la oposición; no estoy encerrado, 
creyendo que acá hay malas intenciones permanentemente. La valoro. Ahora bien, cuando nosotros no 
compartimos que esa sea la mejor solución, que eso traiga un cambio en la realidad que estamos viviendo, no 
se nos puede decir: "Bueno, acá estamos los que queremos aumentar la pena a los violadores y del otro lado 
están los que no quieren", porque se infiere, sin decirlo, que acá están los que quieren defender a la gente de 
este delito aberrante y del otro lado, los que no nos importa. No; no es así. 


Sé que no hubo intención; lo aclaro por las dudas, para que conste en la versión taquigráfica que se leerá 
mañana y que, por suerte, es pública, y todos nos hacemos cargo de lo que está de más. 


En cuanto a lo primero, con la excelente relación que tenemos con el señor Diputado Lacalle Pou, todo lo que 
es en tono de chanza, en broma me lo tomo. Cuando queda en la versión taquigráfica y no es trabajo de 
Comisión, prefiero aclararlo. Yo me puedo equivocar; yo he cometido errores. El Presidente me decía que no 
discutía sobre obviedades, y yo lo tomo como un punto. Tiene razón; nunca pensé que el señor Presidente 
discutiera sobre obviedades; lo conozco demasiado como para saber que por su inteligencia no discute sobre 
obviedades. No era a él a quien me refería, pero la versión taquigráfica es pública, y no quiero debatir con él. 
Le pido disculpas si piensa que lo dije por él; en ningún momento lo pensé por él. Estaba esperando para 
intervenir y no quise ahondar. También tiene razón en que lo interrumpí inmediatamente a que había 
comenzado su intervención y por eso es que ahora le digo, para que conste en la versión taquigráfica, que no 
era por él que lo decía, porque lo conozco suficiente como para no plantear que discute sobre obviedades, 
aunque son obviedades para él o para mí, yo creo que no para todo el mundo en esta sociedad uruguaya. 


Por último, quiero decir que si vamos a discutir si hay acuerdo o no en que esta sea la mejor solución, ese es 
un buen camino. Si vamos a discutir en otro tono, que es legítimo también, creo que no es un buen camino 
para tratar estos temas. Me parece que va a hacer que empiecen a naufragar algunas iniciativas que pueden 
ser bien intencionadas, porque aunque algunos creamos que no son la mejor solución, en definitiva, tenemos 
un problema en común y debemos intentar llegar a un acuerdo entre los que estamos en esta Comisión, para 
ver si podemos encontrar un punto común o instrumentos de solución para estos problemas porque, como 
bien dijo el señor Diputado Orrico, no creo que haya una solución única o mágica a través de una ley a estos 
temas. 


SEÑOR LACALLE POU.- Por suerte, no tengo que adjudicar intenciones. Las intenciones hablan por 
sí mismas, y como a mí me pagan el sueldo por actuar y no por hablar, al fin y al cabo, aquí va a 
quedar que el Partido Nacional votó a favor de aumentar la pena de las violaciones y el Frente Amplio 
en contra. Eso va a constar en la versión taquigráfica, que es pública, y la gente va a saber. Después le 
preguntará a cada uno por suerte, somos pocos y nos conocemos, y nos cruzamos en todos lados por 
qué no votó o por qué sí voto. 


Ahora bien, yo quiero discutir este tema. Lo que pasa es que cuando entramos en estos temas que no gustan, 
que molestan, se habla de todo un sistema jurídico que ha sido manoseado por propios y ajenos. Entonces, a 
mí no me sirven esos argumentos. 


Por otro lado, las penas no son solo para rehabilitar; eso es un gran error. Desde que se deja la barbarie de la 
Ley del Talión hay varias razones por las cuales se pena. La primera es porque se cree que hay una 
racionalidad en la pena de prisión o penitenciaría con el delito cometido; por eso, la famosa dosimetría con la 
cual hoy nos hemos familiarizado tanto. La segunda es que se supone que la persona debe estar aislado del 
resto de la sociedad por el crimen cometido. La tercera es que funciona como medida ejemplarizante para los 
que puedan cometer el delito. 


O sea que la pena tiene tres significados y no se me puede hablar, como expresaba el señor Diputado Cánepa, 
de si se rehabilita con veinte o veinticinco años; no es solo un tema de rehabilitación. 


Podríamos discutir podríamos traer técnicos no solo jurídicos sino psicólogos y psiquiatras si en la mayoría 
de los casos los violadores se pueden rehabilitar o es una enfermedad psíquica crónica. Por eso, 
posteriormente tenemos el Registro Nacional de Abusadores. 


Es muy claro: acá no se quiere aumentar la pena nosotros estamos dispuestos a discutir si en vez de treinta es 
veinticinco años; no estamos cerrados en ese sentido y creemos que deben haber agravantes especiales sobre 
el delito de violación, y el Gobierno entiende que no. Se podrán decir muchas cosas, pero cuando se llegue a 
lo que duele, que es a manifestar la voluntad del legislador de modificar o no el ordenamiento jurídico 
vigente, nosotros estaremos del lado de los que queremos modificar. Por supuesto, aceptamos algún aporte, 
como siempre lo hemos hecho, si va en este sentido; si no, se votará a favor y en contra, y la gente después, 
sin que nosotros tengamos necesidad de decirle qué intenciones tuvo cada uno, va a juzgar sabiamente. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Con respecto al tema de la Cátedra y los políticos, es necesario ver qué 
dijo la cátedra. Es verdad lo que dijo el Presidente en cuanto al numeral 3”) del inciso 1) del artículo 
272 en cuanto a que ya está derogado. 


Ahora bien, también es imprescindible ver la opinión, por ejemplo del doctor Langón, en su totalidad, amén 
de esa puntualización respecto de que estaría derogado. Dice: "La otra modificación es llevar la pena a treinta 
años. Hay que tener en cuenta el problema de lo que se llama dosimetría; creo que fue Gustavo Puig el que 
empezó a hablar de eso para marcar las diferencias, que son brutales. Ahora que se está hablando de la 
reforma del Código Penal, creo que es mucho más importante reformar la parte especial que la parte general, 
y una de las cosas que hay que ver urgentemente es regular las penas. No se pueden poner treinta años a la 
violación, porque el parricidio vale veinticuatro. Entonces, si matar a la madre vale veinticuatro, violar a la 
vecina no puede valer treinta. Esa es una cosa que parece clara." 


Nosotros estamos contestes con eso porque, como bien decía el señor Presidente y el señor Diputado Lacalle 
Pou admitía, estamos de acuerdo con ver alguna otra posible solución con respecto a este delito. 


Continúa Langón: "Es verdad que consideramos que el delito de violación tiene poca pena" por eso, hay que 
leer toda la doctrina "pero me parece mucho mejor subir el mínimo, y si la rapiña tiene de cuatro a dieciséis, 
se podría poner la misma pena para la violación. Doy una idea para relacionarlo con algo, porque la rapiña 
parece un delito contra la propiedad" y esto va, en boca del doctor Langón, como contestación a lo que se ha 
dicho aquí "pero, la verdad es que es un delito pluriofensivo" con lo cual concuerdo "porque no importa tanto 
que la mujer lleve $ 300 o que el omnibusero lleve la recaudación de un par de viajes; lo que importa es que 
le han puesto el cuchillo en la barriga [...]". 


SEÑOR ORRICO.- ¿Y si es de juguete? 
SEÑOR BORSARI BRENNA.- Esa es una caricaturización del delito, porque es la excepción. 


SEÑOR ORRICO.- No; es algo común. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Si mañana sale de aquí, del Poder Legislativo, y le ponen un revólver 
en el pecho, quiero ver si usted va a preguntar si es un calibre 22 o de plástico. ¡Quiero verlo a usted! 
¿A ver si no tiene una reacción violenta contra ese que lo va a rapiñar? ¿O va a decir: "Nene, tenés un 
22 o un 45"? No; señor Orrico. Estoy seguro de que usted no le va a decir eso. Entonces, vamos a no 
caricaturizar los delitos. 


SEÑOR ORRICO.- Después voy a aclararlo, pero yo no dije eso, y me está faltando al respeto. Yo estoy 
en contra de las violaciones, así que no me endilguen el fardo de que defiendo a los violadores. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Está bien; tiene derecho a contestar. 


Continúo. Según el doctor Langón, la rapiña es un delito pluriofensivo, "porque no importa tanto que la 
mujer lleve $ 300 o que el omnibusero lleve la recaudación de un par de viajes; lo que importa es que le han 
puesto el cuchillo en la barriga, es decir, el riesgo de vida que ha tenido la persona. Es un delito contra la 
persona, de una violencia inaudita que, además, tiene consecuencias terribles sobre la persona. La violación 
es, probablemente, más grave: es un acto de violencia con un riesgo terrible y con una cosificación total de la 
persona.- Es un delito contra la libertad, que tenía una pena de dos a diez años y pasó de dos a doce recién en 
1995, con la Ley de Seguridad, pero pasar a treinta años me parece desmesurado. Yo preferiría subir el 
mínimo y, tal vez, subir algunos años el máximo. Entonces, si es que no se va a modificar la rapiña, por lo 
menos ponerle la misma pena de la rapiña podría ser una cosa razonable". 


Entonces, en línea con este pensamiento, creo que como decía el señor Presidente, lo que necesitamos acá es 
saber si tenemos un espacio para establecer alguna modificación a lo presentado, a lo cual estamos abiertos, 
pero manteniendo la filosofía del proyecto propuesto, es decir, que la agravante especial que se pone sea 
modificada pero permanezca. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, no acepto que se diga que yo planteo una caricatura, porque si 
uno mira las sentencias penales que hay en materia de rapiña, no voy a afirmar que la mayoría pero 
hay un grupo importante que se hace con revólver de juguete, y es común. Eso es muy claro y, para mí, 
es un disparate igualar esa rapiña a la de uno que la hace con un revólver de verdad o con un cuchillo. 
Me parece que le estamos errando a la dosimetría, porque es muy obvio que quien usa un revólver de 
juguete lo hace con la intención de amenazar y no está haciendo nada que sea correcto. En eso estamos 
totalmente de acuerdo, pero convengamos que su peligrosidad concepto peligroso si lo hay es mucho 
menor que la del otro. De eso no cabe ninguna duda. 


En este no estamos hablando de defensa de determinados comportamientos; no es esa la actitud que tenemos 
nosotros. Lo que digo más allá de que acá han caído excepciones de parte de mi bancada y de todas las 
bancadas es que hay que dejar trabajar con mucha más tranquilidad a la Comisión redactora del Código 
Penal. Yo creo eso y lo digo; ahora bien, soy un hombre de partido, así que cuando mi partido decide algo, yo 
lo hago. A veces, no estoy de acuerdo; por suerte, rara vez, porque si no, no estaría acá. Me parece que no hay 
confundir las cuestiones de disciplina partidaria, que se las respeto a todos los partidos, con algunas 
opiniones individuales que también las tengo. Yo no estoy de acuerdo con hacer este tipo de cambios si no se 
hace una dosimetría general que parte de cuál es la conducta que lleva el máximo de castigo; a partir de ahí, 
pongo los castigos. Naturalmente que es una decisión política, pero hay que tomarla coherentemente. 


Además, me parece por no decir que estoy absolutamente seguro que estos cambios en la legislación no 
provocan ningún efecto sobre el objeto jurídico que se pretende preservar. En el año 1995 se sancionó la Ley 
de Seguridad Ciudadana. Bajo bombos y platillos sancionamos un delito inexistente, que es el copamiento, 
que es una rapiña especialmente agravada con privación de libertad, en concurrencia fuera de reiteración, con 
invasión de domicilio y privación de libertad. Todo eso era una rapiña y lo transformamos en un delito de 
copamiento. 


Lo cierto es que en el año 1985 en Montevideo se denunciaron 600 rapiñas y en el año 2000, 6.000. Por 
tanto, no tuvo efecto alguno sobre las rapiñas ni sobre la seguridad ni nada por el estilo. 


Esa es mi posición, es la posición de mi bancada y es lo que venimos a defender. No estamos para dar 
medallas a quienes violen la ley, pero estamos para hacer un Código que contribuya con la seguridad y no la 
agrave, porque el exceso de agravamiento de las penas trae como consecuencia lo contrario de lo que se 
pretende. Es muy sugerente el hecho de que, muchas veces, el criminal hace todo lo posible para no dejar 
huellas de lo que hizo, y ahí aparecen otras conductas que hacen que lo que se quiso evitar termine en una 
cuestión mucho peor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La bancada oficialista está dispuesta a modificar el inciso 2) del artículo 272 
referido a la pena? 


SEÑOR SALSAMENDI.- En función de que se presentó un proyecto de ley y, obviamente, lo tomamos 
con la misma seriedad con que encaramos cualquiera, pretendemos que el debate se pueda dar. Como 
decía el señor Diputado Borsari Brenna, han surgido elementos en esta discusión. Yo no voy a discutir 


acá si es importante o no la opinión de gente que se dedica al estudio sistemático de estos temas y, en 
muchos casos, forma parte del aparato del sistema judicial que se dedica a resolver sobre estas cosas. 
No tengo ninguna duda de que es importante. Tampoco voy a discutir la independencia de los 
legisladores a la hora de legislar; francamente, me parece que ni una cosa ni la otra admitirían 
discusiones. Distinto es que se pueda dar mayor o menor trascendencia a los aportes técnicos. También 
me consta que los aportes técnicos nunca son uniformes, que hay opiniones distintas. 


Acá ha habido una opinión uniforme en términos de que el proyecto, tal como viene redactado, requeriría 
fuertes modificaciones. En algunos casos, se dijo directamente que no se estaría de acuerdo con una cuestión 
de fondo filosófica o vinculada a los elementos que hemos estado discutiendo, es decir, con la forma en que 
se modifica un Código Penal o que funciona un sistema penal en su integridad. En otro caso, se planteaban 
ajustes importantes al proyecto de ley propuesto. 


Creo que el primer problema, en cualquier tipo de delito y particularmente en este, es que se empiece a 
detectar que existe. Ni siquiera voy a plantear el aspecto preventivo; es muy difícil proponer una política 
preventiva, si ni siquiera se tiene clara la entidad social del problema. Hay dos aspectos muy clásicos, de los 
que siempre se habla, que son la prevención general y la prevención especial, como teoría justificadora de la 
pena, teoría a la que recién se planteaban adhesiones. Me refiero al efecto inhibidor que la pena tendría en su 
aspecto concreto sobre aquel a quien se aplica y al mensaje inhibidor que se trasmite al resto de la sociedad 
desde una perspectiva de lo que más modernamente se ha llamado derecho penal simbólico. 


Esta es una discusión siempre vigente, importante, y en la que las opiniones pueden ser muy diferentes. Sin 
embargo, uno de los elementos que retomo de las intervenciones de los doctores Langón, Cervini y Bordes 
es, precisamente, lo que plantean en términos generales sobre los aspectos preventivos, ya no sobre la parte 
asegurativa aquello que recientemente se decía en cuanto al tiempo por el cual se mantenía presa a 
determinada persona sino acerca de cómo funciona eso desde el punto de vista de la inhibición de la 
generación de nuevos delitos. Esta es la base fundamental sobre la que pretende legitimarse y actuar el 
derecho penal acá y en cualquier lugar del mundo. Sobre eso, que me parece un elemento central, los tres 
especialistas rescataban que creían, en principio, que no iba a producir el efecto que se estaba pretendiendo. 
Este es un elemento no solo discutible sino discutido en todo mundo; diría que casi es el elemento central de 
las discusiones que se plantean. 


Yo me sentí tentado a hacer una chicana pero al principio me pareció que era como un fueguito de artificio y 
plantear, por ejemplo, al señor Diputado Borsari Brenna el tema del librito y la famosa anécdota de Rivera, 
en cuanto al artículo 26 de la Constitución. Este artículo dice que las cárceles tienen que servir para el 
aseguramiento del procesado y penado o sea, que no se escape a los solos efectos de su reeducación, la 
aptitud para el trabajo y la profilaxis del delito. Esto es lo que dice el artículo 26 la Constitución, y es un 
mandato imperativo. Todos sabemos que, lamentablemente, en nuestro país coincidiendo o no con este 
artículo, pero es la Constitución vigente, no hemos logrado esto, y acá no habló de qué pasó antes, con la 
Administración de otros Gobiernos, de otros partidos, ni de qué nos pasa ahora. La verdad es que no lo 
pudimos hacer, más allá de algunas experiencias muy buenas en algunos tiempos. 


Yo creo que los argumentos manejados por los queridos compañeros, los Diputados Orrico y Cánepa, así 
como el debate en general y los aportes que nos habían hecho los especialistas en la sesión anterior son 
elementos importantes. Llegado este estado de la discusión y dada la hora, plantearía también a mis 
compañeros de bancada no cerrar el tema completamente en esta sesión y retomarlo a la brevedad no digo 
específicamente en la próxima sesión, porque siempre pueden haber imponderables, para analizar algunos de 
los elementos que se han planteado, adelantando, porque si no sería una falta de lealtad, que en principio 
tenemos una opinión desfavorable a los proyectos tal y como vienen y a la filosofía que los instrumenta. Sin 
embargo, preferiría en este caso y no sé si el resto de los compañeros están de acuerdo no votar en este 
momento los proyectos y poder analizar con un poquito más de detenimiento los argumentos que aquí se han 
brindado. 


(Apoyados) 


SEÑOR LACALLE POU.- Propongo que se ponga en primer término del orden del día de la sesión del 
próximo miércoles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


